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Doctrina Administrativa

Tribunal Económico-Administrativo Central 

Resolución 07036/2015 de 18/02/2016 

Recurso extraordinario de alzada para la unificación de criterio

Unidad resolutoria: Vocalía Duodécima

Infracciones y sanciones. Culpabilidad. Motivación.  Ejemplo de utilización de fórmula generalizada o 
estereotipada que no es motivación suficiente de la culpabilidad.

En contra del recurso interpuesto por la propia Administración, el TEAC declara que, en materia sancionadora –
tampoco en otras, aunque la Resolución se limita a las sanciones-, no es conforme a la Ley motivar genéricamente 
con fórmulas válidas para cualquier expediente. Este defecto además no puede considerarse subsanable.

Fundamentos de derecho

SEGUNDO La cuestión controvertida consiste en determinar si puede entenderse como motivación suficiente en 
un acuerdo sancionador, para considerar que se ha acreditado por la Administración la concurrencia del elemento 
subjetivo de la culpabilidad, la expresión siguiente: “analizadas las circunstancias concurrentes la conducta del 
obligado tributario ha sido negligente sin que se aprecie ninguna causa de exoneración de la responsabilidad”… 

CUARTO… Las mismas sentencias y resoluciones administrativas mencionadas rechazan la posibilidad de que 
baste el cumplimiento de los elementos objetivos de la infracción (por ejemplo dejar de ingresar) para que pueda 
considerarse que existe culpabilidad, es decir, la Administración ha de probar, además del elemento objetivo, el 
subjetivo, la culpabilidad, ya sea a título de dolo o de simple negligencia… 

El análisis de la existencia de la culpabilidad se debe realizar en el procedimiento administrativo sancionador, de 
entre cuyos elementos toma protagonismo la motivación, no sólo por ser la cuestión debatida aquí, sino porque 
es a través de la motivación como se debe llegar a la conclusión de si la conducta fue culpable (en el caso que aquí 
interesa, si fue una conducta negligente).

Así la sentencia ya mencionada del Tribunal Supremo de 6 de Junio de 2008… la sentencia también de nuestro Alto 
Tribunal de 12 de Julio de 2010… la sentencia citada de 20 de diciembre de 2013… 

Estas sentencias, al referirse a la motivación, lo hacen imponiendo a la Administración una exigencia y detalle que 
implica un importante esfuerzo de definición y de razonamiento. Así cuando se dice: “hechos enjuiciados que es lo 
que pone de relieve la concurrencia del elemento culpabilístico” o “Se revela imprescindible, por lo tanto, una motivación 
específica en torno a la culpabilidad o la negligencia, y las pruebas de las que se infiere” o “sino por datos de hecho 
suficientemente expresivos y detallados”, se está rechazando cualquier fórmula objetiva y objetivada, imprecisa 
o generalizada; bien al contrario, se está exigiendo a la Administración que se traigan los elementos concretos 
de la conducta que indiquen la culpabilidad, es más, incluso detallados, para incorporarlos al razonamiento que 
concluya con la existencia de culpabilidad.
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A su vez se rechaza cualquier automatismo, de tal forma que los elementos objetivos del tipo infractor han de 
darse como elemento necesario, pero no suficiente. Pero el que exista el elemento subjetivo de la culpabilidad ha 
de hacerse patente en el procedimiento sancionador mediante la motivación. Hasta tal punto se es exigente, que 
una motivación basada en juicios de valor o fórmulas generalizadas, ni siquiera es subsanable, siendo criterio de 
este TEAC que, una vez anulada una sanción por resolución o sentencia por falta de motivación, al tratarse de un 
elemento esencial, le queda vedado a la Administración el inicio de un nuevo procedimiento sancionador.

Por ello, los elementos fácticos y jurídicos en los que la Administración fundamente la existencia de la culpabilidad 
deben constar en el expediente sancionador y en el propio acuerdo sancionador, sin que resulte admisible intentar 
acreditar su existencia por remisión a los hechos que resulten acreditados en el expediente de regularización de la 
deuda o a otros documentos distintos del expediente sancionador diferentes de la propia resolución sancionadora.


